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Acta No. 228 del 3 de mayo de 2017


Expediente No. 66001-31-03-002-2016-00451-03
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y de la Protección Social, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 7 de marzo último, en la acción de tutela que promovió el señor Carlos Arturo Urbina Gamez, por intermedio de apoderado, contra el Director de Servicios Integrados de Atención y la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, a la que fueron vinculados el Director de Pensiones, la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de esa entidad y el funcionario recurrente.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del actor, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Mediante sentencia proferida en proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, el Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión de Barranquilla ordenó reliquidar la pensión del  accionante a partir del 11 de agosto de 2005, con la inclusión de los factores salariales devengados el año anterior al que adquirió el derecho pensional. Decisión que fue adicionada por el Tribunal del Atlántico en providencia del 29 de diciembre de 2013.
1.2 Por mandato del Decreto 2013 de 2012, la UGPP es la entidad encargada del reconocimiento pensional de los funcionarios del Instituto de Seguros Sociales, hoy liquidado. En razón a lo anterior, el 3 de diciembre de 2014 radicó ante aquella entidad la cuenta de cobro de la citada providencia judicial, reclamación que fue negada porque supuestamente no se habían incorporado los acumulados salariales.
1.3 Estos, sin embargo, ya habían sido presentados con la cuenta de cobro de conformidad con las copias del proceso laboral que se adjuntaron, en las que aparecen esos valores, los que, además, fueron tenidos en cuenta por el Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión de Barranquilla para resolver sobre la reliquidación pensional.
1.4 Como quiera que la entidad accionada insistía en que hacía falta aportar los acumulados salariales de la ESE José Prudencio Padilla, entidad liquidada desde el año 2008 y que no hizo parte en el proceso judicial, se vio obligado a solicitar al Ministerio de Salud y de la Protección Social la entrega de dichos acumulados desde el 26 de junio de 2003 al mes de agosto de 2005, a lo cual se procedió mediante oficio del 31 de mayo de 2016.
1.5 El 6 de junio siguiente se radicaron tales soportes en la UGPP y por medio de escrito del 13 de septiembre de ese mismo año, se solicitó a dicha entidad cumplir el fallo judicial o, en subsidio, devolver los documentos incorporados para iniciar el proceso ejecutivo.

1.6 Mediante Resolución del 29 de septiembre de 2016, la entidad accionada procedió a liquidar la mesada pensional del actor con sustento en los factores salariales del periodo comprendido entre los años 2004 y 2005 y se determinó que su IBL correspondía a $3.569.905 a partir del 11 de agosto de 2005, a pesar de que al demandante ya le habían reconocido su pensión de jubilación por un valor de $4.480.120.

1.7 Ese acto administrativo incurrió en error ya que no solo reduce de forma ilegal en un 20.32% la pensión de jubilación del actor, sino que además se dejó de liquidar la mesada conforme al último año laborado en el ISS, tal como correspondía y se incluyó un periodo de servicio prestado ante entidad que no fue vinculada al proceso judicial.
1.8 Debido a lo anterior se pidió la modificación de ese acto administrativo, aplicar correctamente los acumulados salariales certificados por el Ministerio de Salud y de la Protección Social y reestablecer el monto inicial de la pensión legalmente concedida.   
2. Considera lesionados los derechos al mínimo vital, al debido proceso, la igualdad y la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene al Director de Servicios Integrados de Atención y a la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la UGPP incluir en su pensión de jubilación todos los factores salariales determinados en el Decreto 1653 de 1977, de conformidad con lo ordenado por el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión de Barranquilla; en subsidio, se les ordene restablecer el monto pensional determinado en la Resolución Nro. 0906 de 30 de mayo de 2011, hasta cuando se tramite el proceso ejecutivo para el cobro de la sentencia judicial; además, se ordene a la entidad accionada dar respuesta de fondo a la solicitud elevada el 13 de septiembre de 2016.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 15 de noviembre último se admitió la demanda contra la UGPP.
2. Se pronunció el Subdirector Jurídico Pensional de esa entidad. Empezó por hacer un recuento de la actuación administrativa surtida respecto a la reliquidación pensional del accionante, para luego manifestar que la liquidación efectuada por la entidad que representa se encuentra acorde con los certificados salariales que obran en el expediente, correspondientes a los años 2004 y 2005, periodos en los que sí se acreditaron de manera detallada los conceptos de prima de vacaciones y de servicios, lo que no ocurrió con los demás años, pese a que se requirió al demandante para que los incorporara, razón por la cual, solo hasta cuando se aporten esos soportes se podrá modificar la Resolución No. 036779 del 29 de septiembre de 2016. Respecto al derecho de petición interpuesto el 13 de septiembre de 2016, indicó que mediante auto de 31 de octubre siguiente, se ordenó su archivo ya que el recurso de apelación formulado es inviable. Por otra parte, señaló que la acción de tutela es improcedente para solicitar el cumplimiento de sentencias judiciales, para reclamar prestaciones económicas y para atacar actos administrativos, máxime cuando el accionante no acreditó un perjuicio irremediable.    
3. El 28 de noviembre último se dictó sentencia, frente a la cual el apoderado del demandante formuló impugnación.
5. Esta Sala, por auto del 16 de enero de este año, declaró la nulidad de esa decisión por falta de integración del contradictorio y ordenó al funcionario de primera sede rehacer el trámite con la vinculación de los Directores de Pensiones y de Servicios Integrados de Atención y las Subdirectoras de Determinación de Derechos Pensionales y de Normalización de Expedientes Pensionales de la UGPP.
6. El juzgado de conocimiento surtió nuevamente las etapas procesales para dictar sentencia, empero como omitió vincular al primero de tales funcionarios, en esta sede hubo de declararse nuevamente otra nulidad, esta vez con sustento en la causal de proceder contra providencia ejecutoriada del superior.
7. Luego de agotado el trámite respectivo, dentro del cual el Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP se pronunció en iguales términos a los arriba anotados, el 7 de marzo pasado se dictó sentencia en la que se amparó el derecho de petición del actor y se ordenó al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y de la Protección Social, a los Directores de Pensiones y de Servicios Integrados de Atención y a las Subdirectoras de Normalización de Expedientes Pensionales y de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, dar respuesta clara y de fondo a la solicitud presentada el 13 de septiembre de 2016; además, “negar por improcedente las demás pretensiones económicas”.
Para decidir así, el funcionario de primera sede consideró que el accionante recibe una mesada pensional cuyo monto no se acreditó sea insuficiente para satisfacer sus necesidades básicas, razón por la cual tiene salvaguardado su mínimo vital. Además, señaló que la acción de amparo resulta improcedente para reclamar prestaciones económicas, ya que para ese efecto se debe acudir a los medios ordinarios de defensa judicial.
En lo relativo al derecho de petición presentado el 13 de septiembre de 2016, argumentó que si bien la UGPP ya había emitido una contestación, en ella se dejó de decidir sobre la solicitud subsidiaria tendiente a obtener la devolución de los documentos aportados con el fin de iniciar el proceso ejecutivo, es decir que no se ha suministrado respuesta completa.
8. Inconforme con esa decisión, oportunamente el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social la impugnó. Solicitó la desvinculación de la entidad que representa, con sustento en que la pretensión del accionante se dirige exclusivamente frente a la UGPP, que es la entidad competente de resolver asuntos relacionados con prestaciones pensionales reconocidos por el extinto Instituto de Seguros Sociales, de conformidad con los Decretos 2013 de 2012, 3000 de 2013 y 2115 de 2013. Lo anterior, si se tiene en cuenta, además, que la petición que se ordena responder fue elevada a la UGPP y no a ese Ministerio. 
En forma subsidiaria pidió se declarara la nulidad de lo actuado y se remitiera el expediente a los Tribunales Superiores del Distrito Judicial, Administrativos o Consejos Seccionales de la Judicatura, para que sea repartido entre los magistrados que componen esas Corporaciones, según las reglas establecidas en el Decreto 1382 de 2000.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar, de acuerdo con los alegatos de la autoridad recurrente, si en este caso se presenta una falta de legitimación por pasiva, por parte de la Coordinación del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social.
3. El artículo 13 del Decreto  2591 de 1991, dice:

“La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental…
Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.”
4. Las pruebas documentales allegadas en el proceso, acreditan, para lo que aquí interesa, los siguientes hechos:

4.1 Mediante solicitud de 17 de mayo de 2016, el apoderado del actor pidió al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social se expidiera certificación de los acumulados salariales correspondientes al periodo del 26 de junio de 2003 al 10 de agosto de 2005
.
4.2 Por medio de oficio del 31 de ese mismo mes, el citado funcionario dio respuesta a la citada petición, a la cual se anexaron los soportes requeridos
.

4.3 Dichos documentos fueron presentados en la UGPP el 6 de julio siguiente
. 

4.4 Por medio de escrito recibido el 13 de septiembre de 2016, el apoderado del accionante solicitó al Director de Servicios Integrados de Atención de esa Unidad cumplir el fallo proferido por la justicia contenciosa administrativa o, en subsidio, devolver los documentos que fueron allegadas para ese efecto, con el fin de iniciar el proceso ejecutivo
.
4.5 Mediante Resolución No. 036779 de 29 de septiembre de 2016 la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP decidió liquidar la pensión por un valor de $3.569.905
.
5. Tal como ya se relató, el actor encuentra lesionados sus derechos fundamentales en esa última decisión y en la falta de respuesta a la solicitud que elevó el 13 de septiembre último y fue con sustento en este  segundo hecho que el juzgado de primera instancia decidió conceder el amparo para ordenar se diera respuesta. 
6. De las pruebas recaudadas surge que el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social no ha vulnerado derecho fundamental alguno del que sea titular la demandante. En efecto,  dicho funcionario expidió las certificaciones que le fueron solicitadas por el actor y no fue a él a quien se dirigió la solicitud que se dice dejó de ser respondida, sino al Director de Servicios Integrados de Atención de la UGPP. 

De esa manera las cosas, al impugnante ninguna orden podía imponérsele. Por tanto, se revocará el ordinal segundo de la sentencia objeto de revisión en cuanto a la orden que se le dio.

De igual forma se procederá frente al Director de Pensiones y las Subdirectoras de Normalización de Expedientes Pensionales y de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, porque si bien estos funcionarios adoptaron decisiones en el trámite administrativo de liquidación pensional del actor, la solicitud con sustento en la cual el juzgado de primera instancia dispuso la protección del derecho de petición, fue elevada únicamente frente al Director de Servicios Integrados de Atención de esa entidad y por tal motivo este es el único responsable para resolver lo que corresponde o remitir la reclamación a quien tenga esa función y en consecuencia solo frente a él será confirmada la orden contenida en el fallo objeto del recurso.
Y se corregirá el error que contiene ese ordinal, en lo relacionado con el  la fecha en que fue recibida la petición que se manda contestar, pues se cita como tal el 23 de septiembre de 2016, cuando en realidad fue radicada el 13 de ese mismo mes.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 7 de marzo último por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que promovió el señor Carlos Arturo Urbina Gamez contra el Director de Servicios Integrados de Atención y la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, a la que fueron vinculados el Director de Pensiones y la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de esa entidad y el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y de la Protección Social, excepto el ordinal segundo que SE REVOCA en cuanto a las órdenes que se impusieron a todos los funcionarios distintos al Director de Servicios Integrados de Atención de la UGPP, quien será en forma exclusiva la persona que debe cumplir la orden que contiene, ACLARÁNDOLA en el sentido de que la petición que debe responder, fue la presentada por el demandante y que quedó radicada en esta entidad el 13 de septiembre de 2016.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

(Vienen firmas de sentencia de segunda instancia proferida en la tutela 66001-31-03-002-2016-00451-03)

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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